
 
 

85 bis. La disposición final decimosexta de la Ley 2/2011. De 4 de 
marzo, de Economía Sostenible, modifica, los artículos 195 y 232 de la Ley 
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, con la siguiente 
redacción: 
 

“Once. El artículo 195 queda redactado como sigue: 
“Artículo 195. Procedimiento de ejercicio. 
 
(…) 
 
3. No obstante lo anterior, será preceptivo el informe del Consejo de 

Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma 
respectiva en los casos de: 

 
a) Interpretación, nulidad y resolución, cuando se formule oposición 

por parte del contratista. 
b) Modificaciones del contrato, cuando su cuantía, aislada o 

conjuntamente, sea superior a un 10 por ciento del precio primitivo 
del contrato, cuando éste sea igual o superior a 6.000.000 de 
euros.” 

 
(…) 
 
Veintitrés. El artículo 232 queda redactado como sigue: 
“Artículo 232. Prerrogativas y derechos de la Administración. 
 
(…) 
 
2. El ejercicio de las prerrogativas administrativas previstas en este 
artículo se ajustará a lo dispuesto en esta Ley y en la legislación 
específica que resulte de aplicación. 
 

En particular, será preceptivo el dictamen del Consejo de Estado y 
órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma respectiva en los 
casos de interpretación, modificación, nulidad y resolución, cuando se 
formule oposición por parte del concesionario, en las modificaciones 
acordadas en la fase de ejecución de las obras que se encuentren en el caso 
previsto en el artículo 195.3b) y en aquellos supuestos previstos en la 
legislación específica.>>” 

 



88 bis. La disposición final cuadragésima de la Ley 2/2011, introduce 
una modificación en el apartado 3 del artículo 142 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, al que se añade un inciso con la 
siguiente redacción: 

 
“3. Para la determinación de la responsabilidad patrimonial se 

establecerá reglamentariamente un procedimiento general con inclusión de 
un procedimiento abreviado para los supuestos en que concurran las 
condiciones previstas en el artículo 143 de esta Ley. En el procedimiento 
general será preceptivo el dictamen del Consejo de Estado o, en su caso, del 
órgano consultivo de la Comunidad Autónoma cuando las indemnizaciones 
reclamadas sean de cuantía igual o superior a 50.000 euros o a la que se 
establezca en la correspondiente legislación autonómica”. 

 
La Ley Orgánica 4/2011, de 11 de marzo, complementaria de la Ley de 

Economía Sostenible, por la que se modifican las Leyes Orgánicas 5/2002, de 
19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, 2/2006, de 
3 de mayo, de Educación, y 6/1985, de 1 de julio del Poder Judicial, en su 
artículo cuarto establece lo siguiente: 

 
“Artículo cuarto. Modificación de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de 

abril, del Consejo de Estado. 
 
Se modifica el apartado Trece del artículo 22 que pasa a tener la 

siguiente redacción: 
 
“Trece. Reclamaciones que, en concepto de indemnización por daños y 

perjuicios, se formulen a la Administración General del Estado en los 
supuestos establecidos por las leyes”.” 

 
 
 


